
 

 

CONSEJO DE ESTADO 

 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN  “A” 

 

CONSEJERO PONENTE: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO 

 

Bogotá D.C., dos (2) de julio de dos mil quince (2015) 

 

REF: EXPEDIENTE N° 25000232500020120026201 

No. Interno: 0836-13 

           APELACION SENTENCIA 

ACTOR: ABEL RODRÍGUEZ CÉSPEDES  

 

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada 

contra la sentencia de 27 de septiembre de 2012, proferida por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, dentro del proceso promovido contra el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda – Subsección “C” 

contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte actora, por conducto de apoderado y en ejercicio de la acción 

consagrada en el artículo 85 del C.C.A, instauró demanda con el fin de obtener 

la nulidad de la Resolución 151 de 4 de enero de 2012 proferida por el Director 

de Talento Humano de la Secretaría de Educación de Bogotá, por medio del 

cual denegó la reliquidación de la pensión de jubilación. 



 

 

 

A título de restablecimiento del derecho, solicitó el reajuste de la pensión con la 

inclusión de la totalidad de factores salariales devengados en los últimos tres 

años anteriores a la fecha del retiro del servicio como empleado oficial y se 

proceda a realizar la indexación conforme a lo establecido en los artículos 176 y 

177 del C.C.A. 

 

Como hechos fundamento de la demanda, expuso que por haber laborado al 

servicio del Magisterio Oficial del Distrito Oficial entre febrero de 1967 y febrero 

de 1989, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FONPREMAG mediante la  Resolución 1108 de 13 de marzo de 2002 le 

reconoció la pensión de jubilación con base en los factores salariales 

devengados en el periodo comprendido entre el 7 de febrero de 1988 y el 6 de 

febrero de 1989. 

 

En el mes de abril de 1998 se reintegró como empleado oficial, vinculo que 

perduró hasta agosto de 1998 y posteriormente laboró entre el 1 de enero de 

2004 y el 30 de julio de 2007 y del 1 de enero de 2008 al 14 de septiembre de 

2009. 

 

A través de la Resolución 2595 de 22 de junio de 2010 FONPREMAG modificó 

la Resolución 1108 de 13 de marzo de 2002 que le reconoció la pensión, 

únicamente en lo que respecta a las cuotas partes a cargo del Fondo de 

Prestaciones Económicas y Pensiones Públicas de Bogotá – FONCEP. 

 

Inconforme con la anterior decisión solicitó la revisión de la pensión con el fin de 

que se liquidara teniendo en cuenta todos los factores y se diera aplicación a las 

Leyes 171 de 1961 y 71 de 1988. 

 



 

 

 

Como normas vulneradas citó los artículos 2, 13, 16, 25, 29, 48, 53, 58 y 228 de 

la Constitución Política, Leyes 57 y 153 de 1887; 33 y 62 de 1985; 91 de 1989; 4 

de la Ley 4ª de 1992; 5ª de 1969; 100 de 1993; 171 de 1961 y 812 de 200 

LA SENTENCIA 
 

La Sección Segunda  - Subsección “C” del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, declaró la nulidad de la Resolución 151 de 4 de enero de 2012 y 

en consecuencia condenó a la Nación – Ministerio de Educación, Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a reliquidar la pensión del 

actor de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley 171 de 1961, esto es, 

con base en el 75% del promedio mensual de lo devengado en los tres últimos 

años de servicio en la Secretaría de Educación de Bogotá, a partir del 15 de 

septiembre de 2009. 

 

Arribó a la anterior conclusión luego de señalar que la reincorporación del 

accionante al cargo de Secretario de Despacho de la Secretaría de Educación 

cumple con los elementos de que trata el artículo 4 de la Ley 171 de 19611 y el 

Decreto 863 de 20082 para obtener el beneficio de la revisión pensional, pues  

acreditó haber laborado un mínimo de tres años en el sector oficial y en uno de 

los cargos autorizados por el Decreto en cita. 

 

EL RECURSO 

 

El apoderado de la entidad demandada solicito que se revoque la sentencia del 

tribunal y en su lugar se declare probada la excepción de falta de legitimación 

pasiva (fls. 113-114). 

                                                           
1Al pensionado por servicios a una o más entidades de derecho público, que haya sido o sea reincorporado a cargos oficiales y haya 

permanecido o permanezca en ellos por tres (3) años o más, continuos o discontinuos, le será revisada su pensión a partir de la 

fecha en que quede nuevamente fuera del servicio, con base en el sueldo promedio de los tres últimos años de servicios. 

2 Artículo 1°. La persona que se encuentre gozando de pensión de jubilación y que no haya llegado a la edad de 65 años podrá ser 

reintegrada al servicio al empleo de Secretario de Despacho, Código 020, de las Gobernaciones y Alcaldías 



 

 

 

Señaló que por la descentralización del sector educativo consagrado en la Ley 

60 de 1993, el Ministerio de Educación Nacional perdió la facultad de ser 

nominador de los docentes por ser trasladada a los Departamentos debe ser 

trasladada la obligación a la Secretaria de Educación. 

 

Adujo que en ese orden, son las entidades territoriales certificadas quienes 

deben atender las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales de los 

docentes afiliados al Fondo del Magisterio, con el fin de que elaboren el acto 

administrativo de reconocimiento de la pensión y lo remiten a la Fiduciaria La 

Previsora, quien es la encargada del manejo y administración de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación. 

Se procede a decidir, previas las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

El problema jurídico que corresponde a esta Sala resolver se circunscribe a 

determinar si en el presente caso le corresponde a la Nación - Ministerio de 

Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

reliquidar la pensión de jubilación que viene percibiendo el señor Abel Rodríguez 

Céspedes, de acuerdo con lo previsto en las Leyes 171 de 1961, 33 y 62 de 

1985.       

 

Sostiene la parte demandada en el recurso de apelación, que contrario a lo 

afirmado por el Tribunal, es la Secretaría de Educación del Distrito de Bogotá a 

quien, en virtud de lo dispuesto en la Ley 962 de 2005 debe comparecer al 

presente proceso con el fin de responder a los cuestionamientos formulados por 

el actor contra el acto administrativo que le negó la reliquidación pensional. 

 



 

 

Sobre este particular, estima la Sala que en relación con el servicio público y 

derecho a la seguridad social, previsto en el artículo 48 de la Constitución 

Política, su desarrollo legislativo en el ordenamiento jurídico colombiano 

encuentra su máxima expresión en la Ley 100 de 1993, mediante la cual se crea 

el Sistema de Seguridad Social Integral en Salud y Pensiones, y se dictan otras 

disposiciones.  

 

No obstante lo anterior, el artículo 279 de la citada Ley 100 de 1993 exceptúa de 

su aplicación unos regímenes especiales de seguridad social, entre los que se 

encuentran el de los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, y 

el de los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio. Lo anterior, 

en atención a la trascendencia social que envuelven las funciones que 

desarrollan.             

 

En efecto, el legislador mediante la Ley 91 de 29 de diciembre de 1989, dispuso 

la creación del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como 

una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 

estadística, sin personería jurídica, cuya finalidad entre otras, es el pago de las 

prestaciones sociales a sus afiliados, esto es, de los docentes.  Así se observa 

en el artículo 5 ibídem:  

 

“ARTÍCULO 5o. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, tendrá los siguientes objetivos: 

 

1. Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal 

afiliado. 

2. Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, 

que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que 

imparta el Consejo Directivo del Fondo. 

3. Llevar los registros contables y estadísticos necesarios para 

determinar el estado de los aportes y garantizar un estricto control 

del uso de los recursos y constituir una base de datos del personal 



 

 

afiliado, con el fin de cumplir todas las obligaciones que en materia 

prestacional deba atender el Fondo, que además pueda ser 

utilizable para consolidar la nómina y preparar el presupuesto en el 

Ministerio de Hacienda. 

4. Velar para que la Nación cumpla en forma oportuna con los 

aportes que le corresponden e igualmente transfiera los descuentos 

de los docentes. 

5. Velar para que todas las entidades deudoras del Fondo Nacional 

de Prestaciones del Magisterio, cumplan oportunamente con el 

pago de sus obligaciones.”. 

 

En relación con los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio la citada norma, teniendo en cuenta el proceso de 

nacionalización de la educación oficial llevado a cabo en el país mediante la Ley 

43 de 1975, señaló que quedarían automáticamente afiliados al Fondo los 

docentes nacionales o nacionalizados vinculados a la fecha de promulgación de 

la citada ley, esto es, 29 de diciembre de 1989 y, así mismo, el personal 

vinculado con posterioridad, siempre que cumplieran los requisitos de afiliación 

de naturaleza formal o normativa y económica. 

 

En lo que se refiere a los recursos económicos que hacen parte del citado 

Fondo, el artículo 8 ibídem indicó que los mismos estarían integrados, 

principalmente por los aportes de los docentes afiliados, en cuantía del 5% del 

sueldo básico mensual. 

 

Para mayor ilustración se transcribe el citado artículo 8 de la Ley 91 de 1989:  

 

 “Artículo 8. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, estará constituido por los siguientes recursos: 
  
1. El 5% del sueldo básico mensual del personal afiliado al Fondo. 
  
2. Las cuotas personales de inscripción equivalentes a una tercera 
parte del primer sueldo mensual devengado, y una tercera parte de 
sus posteriores aumentos. 



 

 

  
3. El aporte de la Nación equivalente al 8% mensual liquidado 
sobre los factores salariales que forman parte del rubro de pago por 
servicios personales de los docentes. 
  
4. El aporte de la Nación equivalente a una doceava anual, 
liquidada sobre los factores salariales que forman parte del rubro de 
servicios personales de los docentes. 
  
5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidas 
las mesadas adicionales, como aporte de los pensionados. 
  
6. El 5 por mil, de que hablan las Leyes 4a. de 1966 y 33 de 1985, 
a cargo de los docentes, de toda nómina que les pague la Nación 
por servicios personales. 
  
7. El porcentaje del IVA que las entidades territoriales destinen para 
el pago de las prestaciones del Magisterio. 
  
8. Las sumas que debe recibir de la Nación y de las entidades 
territoriales por concepto de las prestaciones sociales adeudadas, 
así como los dineros que por el mismo concepto resulten adeudar 
la Caja Nacional de Previsión Social y el Fondo Nacional de Ahorro, 
las cuales se destinarán a constituir las reservas para el pago de 
las prestaciones económicas. Para este último efecto, el Fondo 
realizará un corte de cuentas con las mencionadas entidades con el 
fin de determinar las sumas que éstas adeudan al momento de su 
iniciación. Dicho corte de cuentas deberá estar perfeccionado a 
más tardar en un año. 
  
9. Las utilidades provenientes de las inversiones que haga el Fondo 
con fines de rentabilidad y los intereses recibidos por concepto de 
los préstamos que conceda. 
  
10. Los recursos que reciba por cualquier otro concepto. 
  
Parágrafo 1. En ningún caso podrán destinarse los recursos del 
Fondo al pago de prestaciones sociales para personal diferente al 
señalado en el artículo 4. de la presente Ley, en concordancia con 
el artículo 2.”. 
  
 

Y, en punto del manejo de los recursos que integran el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, dispuso 

que para tal efecto el Gobierno Nacional suscribiría un contrato de fiducia 



 

 

mercantil con una entidad fiduciaria de naturaleza estatal o de economía mixta la 

cual se encargaría de su administración. Así se observa en el citado artículo 3: 

 

“(….) El Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de 
fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el 
debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en 
desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la 
cual será una suma fija, o variable determinada con en los costos 
administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá 
ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.”. 
  

 

Con posterioridad el Presidente de la República mediante Decreto 1775 de 3 de 

agosto de 1990, artículos 5 a 8, reglamentó el funcionamiento del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio precisando, en relación con el 

trámite de las solicitudes de reconocimiento y pago de prestaciones económicas 

de los docentes, que las mismas debían ser radicadas ante la Oficina de 

Prestaciones Sociales del respectivo Fondo Educativo Regional, quien 

procedería a realizar el estudio de la documentación, con el visto bueno de la 

entidad fiduciaria, para luego expedir la correspondiente resolución de 

reconocimiento.      

No obstante lo anterior, en relación con este mismo punto, el Congreso de la 

República mediante el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, dispuso que las 

prestaciones sociales pagaderas a los docentes oficiales serían reconocidas y 

pagadas por el Fondo del Magisterio, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual en todo caso debía ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 

correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente.  

 

Así se lee en la citada norma:  

 



 

 

“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA 

DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 

citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 

por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado 

por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 

correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 

acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución 

que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 

territorial.”. 

 

El anterior trámite fue reglamentado por los artículos 2, 3, 4 y 5 del Decreto 2831 

de 16 de agosto de 2005, los cuales a la letra señalan:  

 

“Artículo 2°.Radicación de solicitudes. Las solicitudes de 
reconocimiento de prestaciones sociales, deberán ser radicadas en la 
secretaría de educación, o la dependencia o entidad que haga sus 
veces, de la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta 
docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante o causahabiente, 
de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad 
fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 
Fondo, implementará un sistema de radicación único, que registre las 
solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas que deba 
pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en 
forma simultánea en la respectiva entidad territorial certificada y en la 
sociedad fiduciaria y que permita a los solicitantes conocer 
electrónicamente el estado de su trámite. 

Artículo 3°.Gestión a cargo de las secretarías de educación. De 
acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de1989 y el 
artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes 
relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada 
a través de las secretarías de educación de las entidades 
territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 



 

 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes 
relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de 
acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo 
de los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta 
adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y 
prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo 
con la normatividad vigente. 

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de 
reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 
a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada 
del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, 
junto con la certificación descrita en el numeral anterior del 
presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio suscribir 
el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 
91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o 
modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, 
en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la 
ley. 

5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
copia de los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones 
sociales a cargo de este, junto con la respectiva constancia de 
ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme. 

Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que 
sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad 
con el procedimiento aquí establecido y aquellas que modifiquen 
decisiones que con anterioridad se hayan adoptado respecto del 
reconocimiento de prestaciones a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, 
disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones 
que se expidan por parte de la autoridad territorial, que reconozcan 
prestaciones sociales que deba pagar el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la previa aprobación de la 



 

 

sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los 
recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no prestarán 
mérito ejecutivo. 

Artículo 4°.Trámite de solicitudes. El proyecto de acto administrativo 
de reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de 
educación, o la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial 
certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el 
solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se encargue del 
manejo de los recursos del Fondo para su aprobación. 

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto 
de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o 
indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e 
informar de ello a la respectiva secretaría de educación. 

Artículo 5°.Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por 
la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 
Fondo, deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente 
territorial certificado y notificado en los términos y con las formalidades 
y efectos previstos en la ley.”. 

 

Así las cosas, debe decirse que de conformidad con las normas transcritas las 

resoluciones por las cuales se dispone el reconocimiento y pago de 

prestaciones económicas a favor de los afiliados del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio son actos en los que interviene, en estricto 

sentido, tanto la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual presta sus 

servicios el peticionario, a través de la elaboración del proyecto de resolución de 

reconocimiento prestacional, como la Fiduciaria encargada de administrar los 

recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a quien le 

corresponde aprobar o improbar el proyecto de resolución, de acuerdo con la 

documentación que para tal efecto le haya sido enviada, entre la cual se 

destaca, la certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional 

del docente interesado, según la normatividad vigente3. 

 

                                                           
3 En este mismo sentido puede verse la sentencia de 18 de agosto de 2011. Rad. 1887-2008. M.P. Gerardo Arenas Monsalve. 



 

 

No obstante lo anterior, y aun cuando la fiduciaria encargada de administrar los 

recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio tiene la 

función de aprobar o improbar los proyectos de resolución de reconocimiento 

prestacional de los docentes, cabe advertir que es a éste último a quien a 

través de la Secretaría de Educación del ente territorial correspondiente, le 

está dada la función de expedir el acto administrativo por el cual se 

dispone el pago de la prestación solicitada por el peticionario, en virtud de lo 

dispuesto en los artículos 5 a 8 del Decreto 1775 de 1990 y 5 del Decreto 2831 

de 2005. 

 

La Sala no pasa por alto que la intención del legislador al expedir la Ley 962 de 

2005 fue la de simplificar4 una serie de trámites que los particulares adelantaban 

ante la administración, entre ellos las solicitudes de los docentes oficiales  

tendientes a obtener el reconocimiento de una prestación pensional, dada la 

evidente complejidad que ello entrañaba. Sin embargo, ello en ningún momento 

supuso despojar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de 

la competencia para reconocer y pagar las prestaciones sociales de los 

docentes oficiales, como se observa en el artículo 56 el cual, no hace otra cosa 

que reafirmar dicha competencia en cabeza del referido Fondo, al señalar en su 

tenor literal que “Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo.”.        

 

Descendiendo al caso concreto, se observa que mediante Resolución No. C-151 

de 4 de enero de 2012 la Secretaría de Educación de Bogotá D.C., actuando en 

nombre y representación de la Nación, Ministerio de Educación Nacional, Fondo 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, negó la solicitud del demandante 

tendiente a obtener la reliquidación de la pensión de jubilación que viene 

                                                           
4 Así puede verse en su mismo epígrafe en el cual se señala: “Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y 

procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o 

prestan servicios públicos.”. 

 



 

 

percibiendo, situación que nos permite inferir que a la citada Secretaría al cual 

pertenece el peticionario se le confía la función de elaborar el proyecto de 

resolución que reconozca o niegue una prestación social, resolución que con 

posterioridad debía aprobar o improbar la sociedad fiduciaria encargada de 

administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. Ello, en todo caso, en nombre y representación de la Nación, 

Ministerio de Educación Nacional y del referido Fondo de Prestaciones.              

 

En efecto, no hay duda de que es a la administración representada en el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a quien le corresponde el 

pago de los derechos prestacionales de los afiliados al citado fondo, de acuerdo 

con el procedimiento que para tal efecto ha dispuesto el legislador y las normas 

reglamentarias, con posterioridad a la expedición de la Ley 91 de 1989.         

 

Bajo estos supuestos, no le asiste la razón a la parte demandada cuando en la 

contestación de la demanda y en el recurso de apelación formula la excepción 

de falta de legitimación en la causa pasiva, toda vez que, si bien es cierto la Ley 

962 de 2005 establece un procedimiento complejo en la elaboración de los actos 

administrativos mediante los cuales se reconocen prestaciones sociales a los 

docentes oficiales en el que, como quedó visto, intervienen la Secretaría de 

Educación del ente territorial al cual pertenece el peticionario y la respectiva 

sociedad fiduciaria, no lo es menos que, es al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio a quien en últimas el mismo legislador, en el artículo 56 

de la citada Ley 962 de 2005, le atribuyó la función de reconocer y pagar las 

prestaciones sociales a los docentes oficiales, al disponer: “Las prestaciones 

sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

serán reconocidas por el citado Fondo.”.          

 
Así las cosas, contrario a lo afirmado por la parte demandada, estima la Sala 

que el extremo pasivo de la presente controversia fue integrado en debida 

forma, dado que es al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

a través de la Secretaría de Educación de Bogota D.C., a quien le correspondía 



 

 

pronunciarse en relación con la petición del actor tendiente a obtener el reajuste 

de la prestación pensional que viene percibiendo.  

 

Lo anterior, permite declarar no probada la excepción de falta de legitimación en 

la causa por pasiva y en vista de que se trató del único cargo de la apelación, 

será confirmada la sentencia del tribunal. 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, administrando justicia en 

nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A 

CONFÍRMASE la sentencia del veintisiete (27) de septiembre de dos mil doce 

(2012) proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 

Segunda – Subsección “C”, dentro del proceso promovido por ABEL 

RODRÍGUEZ CÉSPEDES contra la Nación – Ministerio de Educación, Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Se reconoce personería al abogado Orlando Rivera Vargas como apoderado de 

la entidad demandada en los términos y para los efectos del poder obrante a 

folio 156. 

 

Reconócese personería a Ana Yhorelny Cabrera Jara como apoderada judicial 

del actor, de conformidad con el poder que obra a folio 153 del expediente.       

 

Aceptase la renuncia del poder presentado por la apoderada de la parte 

demandante (fl-163).  

 



 

 

Devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 

 

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

El anterior proyecto fue leído y aprobado por la Sala celebrada en la fecha. 
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